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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 16  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-13202-2020
CARATULADO : MARAMBIO/FISCO DE CHILE / CDE ARICA

Santiago,  veintis is de Enero de dos mil veintid s.é ó

Vistos.

Con fecha con fecha 24 de agosto de 2020, comparecen don Hern ná  

Felipe Fraile Calder n, abogado, y don Rodrigo Sim n Orellana Monje,ó ó  

abogado,  en  representaci n  convencional  de  don  ó Jos  Luis  Marambioé  

Aguilera,  pensionado,  todos  domiciliados  para  estos  efectos  en  Carmen 

N 602 departamento 2611, comuna de Santiago, quienes deducen demanda°  

de indemnizaci n de perjuicios contra del ó Fisco de Chile, representado por 

don  Juan  Antonio  Peribonio  Poduje, ambos domiciliados en Agustinas 

1687, comuna de Santiago. 

Con  fecha  30  de  octubre  de  2020,  el  demandado  contest  laó  

demanda.

Con  fecha  24  de  noviembre  de  2020,  el  demandante  evacu  laó  

r plica.é

Con fecha, 02 de diciembre de 2020, el demandado evacu  la d plicaó ú

Con fecha  02 de  septiembre  de  2021,  se  celebr  la  audiencia  deó  

conciliaci n, sin allegar acuerdo entre las partes. ó

Con fecha 03 de septiembre de 2021, se recibi  la causa a prueba.ó

Con fecha 11 de enero de 2022, se cit  a las partes a o r sentencia.ó í

Considerando
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Primero.  Que,  comparecen don Hern n Felipe  Fraile  Calder n yá ó  

don Rodrigo Sim n Orellana Monje, en representaci n de don Jos  Luisó ó é  

Marambio Aguilera, deduciendo demanda de indemnizaci n de perjuiciosó  

contra del  Fisco de Chile, representado por don Juan Antonio Peribonio 

Poduje, todos ya individualizados.  

Fundan  su  demanda  en  el  hecho  que  don  Jos  Luis  Marambioé  

Aguilera  fue  detenido  en  Valpara so  el  d a  14  de  septiembre  de  1973,í í  

cuando se dirig a a su trabajo de laboratorista en el Hospital van Buren. í

Se alan  que  su  representado  no  temi  el  hecho  ya  que  nuncañ ó  

perteneci  a  ning n partido pol tico,  sin  embargo,  al  llegar  vio  que  losó ú í  

marinos separaban a las  personas buscando informantes  infiltrados en el 

hospital, donde su representado fue separado del grupo y guiado a la sala 

Edwards ubicada en el entrepiso del hospital, a punta de culatazos y golpes, 

junto a otras personas, quienes estaban tendidos en el piso boca abajo. 

Reiteran  el  hecho  de  que  su  representado  nunca  se  involucró 

activamente en pol tica, sin embargo, ese d a su ropero ten a panfletos yí í í  

propagando  pol tica  que  no  le  pertenec an,  producto  de  un  montajeí í  

incriminatorio, en base a lo cual fue torturado, vendado y conducido en 

micro al buque Lebu, junto a otros detenidos. 

Indican que fue dirigido a las bodegas del buque Lebu a punta de 

culatazos,  y  estuvo en ella  un d a,  siendo trasladado al  d a siguiente  alí í  

campamento de prisioneros pol ticos de Pisagua en el transporte Maipo deí  

la  Armada,  experimentando  grana  cantidad  de  vejaciones  durante  el 

trayecto. 

A aden  que  el  trato  por  parte  de  los  uniformados  fueñ  

extremadamente  hostil,  no  hab a  posibilidad  de  ir  al  ba o,  no  recibií ñ ó 

ning n  tipo  de  alimento,  ni  tampoco  ten a  c mo  enfrentar  las  bajasú í ó  

temperaturas, debiendo dormir hacinado, en el suelo, sin ninguna garant aí  

de lo que vendr a despu s.í é

Manifiestan que fue conducido a un gran galp n que hac a las vecesó í  

de celda de confinamiento donde las vejaciones se intensificaron. En una 

ocasi n se  junt  a  los  prisioneros  para  comunicarles  que varios  reclusosó ó  

intentaron fugarse, raz n por la cual se les inform  que los fusilaron.ó ó
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Agregan  que  fue  sometido  a  una  semana  de  interrogatorios  que 

pretend an obtener informaci n de sus conexiones pol ticas inexistentes yí ó í  

que durante todos esos d as le aplicaron corriente en los genitales, culatazosí  

en la espalda, patadas, golpes de pu o y otros m todos de tortura comoñ é  

simulaciones de fusilamiento.

Expresan que, tras un mes de prisi n pol tica, su representado fueó í  

liberado, junto a otros prisioneros, en Iquique para luego ser llevado a su 

casa en Playa Ancha. 

Puntualizan  que  tras  el  confinamiento  don  Jos  Luis  Marambioé  

Aguilera perdi  su trabajo en el hospital y tuvo dificultades para conseguiró  

un nuevo trabajo por el  estigma de la detenci n.  Asimismo, perdi  unaó ó  

relaci n sentimental y nunca m s pudo forjar lazos efectivos permanentesó á  

con otras personas, encontr ndose solo, sin matrimonio ni hijos, y perdiendoá  

una gran cantidad de amistades producto de lo sucedido. 

Fundamentan en cuanto al derecho que en virtud del art culo 7 de laí  

Constituci n Pol tica de Chile, los rganos del Estado act an v lidamenteó í ó ú á  

previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en 

la forma que prescriba la ley, por lo que nadie puede atribuirse facultades 

que extrapolen aquellas determinadas por la Constituci n o las Leyes, por loó  

que en base al art culo 38 del mismo cuerpo legal, y el art culo 4 de la Leyí í  

N 18.575, el Estado ser  responsable por los da os que causen los rganos° á ñ ó  

de la Administraci n en el ejercicio de sus funciones. La acci n de derechoó ó  

p blico para exigir la responsabilidad del Estado por actos u omisiones porú  

las cuales se ha producido da o a las personas, seg n la doctrina un nimeñ ú á  

de los autores de derecho p blico, es imprescriptible, por lo que la acci nú ó  

de marras no se encuentra prescrita.

Arguyen  que  los  hechos  sufridos  por  la  demandante  constituyen 

violaciones a los derechos humanos y cr menes de lesa humanidad y por elloí  

la responsabilidad del  Estado debe determinarse de conformidad con los 

convenios o tratados internacionales, las reglas de derecho internacional que 

se  consideran  como  normas  de  ius  cogens  y  las  normas  generales  del 

derecho internacional. Invocan el art culo 28 de la Convenci n de Vienaí ó  

sobre derecho internacional de los tratados; art culo 63.1 de la Convenci ní ó  

americana de derechos humanos, que establece el derecho a la reparaci nó  
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de las v ctimas de tortura; art culo 2  de la Convenci n interamericana paraí í ° ó  

prevenir la tortura, en que los Estados se comprometen a incorporar normas 

para  garantizar  una  compensaci n  adecuada  a  las  v ctimas.  Citan  laó í  

Resoluci n 60/147 de la Asamblea de las Naciones Unidas aprobada del 21ó  

de marzo de 2006, que establece los principios y directrices b sicos sobre elá  

derecho  de  las  v ctimas  de  violaciones  manifiestas  de  las  normasí  

internacionales de Derecho Humanos. La procedencia de indemnizaci n deló  

da o moral la funda en el art culo 63.1 de la Convenci n Interamericanañ í ó  

de Derechos Humanos 

Concluyen que don Jos  Luis  Marambio Aguilera, fue v ctima de:é í  

detenci n  ilegal  y  arbitraria,  tratos  crueles,  torturas,  apremios  f sicos  yó í  

psicol gicos crueles, inhumanos y deliberados. Fue v ctima de violaciones aó í  

sus Derechos Humanos, de persecuci n y prisi n pol tica, todo por agentesó ó í  

del  Estado,  siendo  da ado  en  sus  aspectos  m s  b sicos  y  trascendentes.ñ á á  

Todo lo cual le gener  un gran da o en su vida emocional, personal yó ñ  

laboral, las vejaciones de las que fue v ctima han hecho que don Jos  Luisí é  

hasta  el  d a  de  hoy,  no  pueda  llevar  una  vida  normal  a  pesar  de  losí  

esfuerzos que ha realizado por ello, toda vez que sigue siendo atormentado 

por lo vivido.

Previas  citas  legales,  solicitan  tener  por  entablada  demanda  de 

indemnizaci n  de  perjuicios  en  contra  del  Fisco  de  Chile,  yaó  

individualizado, acogerla a tramitaci n, condenando al demandado a pagaró  

la suma de $100.000.000.-, m s reajustes e intereses o la suma de dineroá  

que se estime de justicia y equidad, con costas. 

Segundo. Que,  comparece  la  abogada  Ruth  Israel  L pez,  enó  

representaci n del Fisco de Chile, al contestar la demanda principal, solicitaó  

el rechazo de dicha  acci n en base a las excepciones, defensas y alegacionesó  

que expone a  continuaci n.ó

Opone en primer lugar la excepci n de reparaci n integral, por haberó ó  

sido ya indemnizado el demandante.

Reparaciones  mediante  transferencia  directa  de  dinero  y  

pensiones.

C
D

E
X

X
X

X
V

X
F



RIT« »
 

Foja: 1
En tal sentido manifiesta que las indemnizaciones que el demandante 

solicita  se  desenvuelven  en  el  marco  de  las  infracciones  a  los  Derechos 

Humanos, cuya comprensi n se da en el mbito de la Justicia Transicional,ó á  

tanto en el derecho interno como en el derecho internacional. En efecto, la 

Ley Nro. 19.123 constituy  un esfuerzo trascendental de reparaci n, puesó ó  

hizo  posible  atender   a  la  necesidad  de  reparar  econ micamente  a  lasó  

v ctimas  de  violaciones  a  los  derechos  humanos,  mediante  reparacionesí  

mediante  transferencias  directas  de  dinero,  mediante  la  asignaci n  deó  

derechos sobre prestaciones estatales espec ficas; y reparaciones simb licas,í ó  

lo que permite que numerosas v ctimas obtengan una reparaci n monetaria.í ó  

Esta forma de pago ha significado un monto en indemnizaciones dignas, 

que han permitido satisfacer econ micamente el  da o moral  sufrido poró ñ  

muchos, haci ndose referencia en la discusi n de dicha ley incluso al objetoé ó  

indemnizatorio de reparaci n moral y patrimonial de aquella.ó

Hace presente que a diciembre de 2015, el Fisco hab a desembolsadoí  

la suma total de $706.387.596.727.-, por concepto de reparaciones de da oñ  

moral ocasionado a v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos.í

Agrega que estas pensiones han sido una buena manera de concretar 

las medidas que la justicia transicional exige en estos casos, adem s de laá  

indicada pensi n, la Ley 19.123 consagra adem s transferencias directas deó á  

dinero que se han creado con id nticos fines reparatorios.é

Reparaciones espec ficas.í

Expresa  que  el  demandante  ha  recibido  beneficios  pecuniarios  al 

amparo de las leyes n meros 19.234 y 19.992 y sus modificaciones.ú

Indica en primer t rmino que la ley 19.992 (y sus  modificaciones)é  

estableci  una pensi n anual de  reparaci n y otorg  otros  beneficios  aó ó ó ó  

favor de las personas afectadas por violaciones de derechos humanos, todos 

individualizados en el anexo Listado de prisioneros pol ticos y torturados“ í ” 

de la N mina de personas Reconocidas como V ctimas. Agrega que as , seó í í  

estableci  para  quienes  figuraran  en  dicha  n mina  una  pensi n  anualó ó ó  

reajustable  de  $1.353.798  para  beneficiarios  menores  de  70  a os;  deñ  
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$1.480.284 para beneficiarios de 70 o m s a os de edad y de $ 1.549.422,á ñ  

para beneficiarios mayores de 75 a os de edad.ñ

Consigna adicionalmente,  se concedi  a los beneficiarios el derecho aó  

gratuidad  en  las  prestaciones  m dicas  otorgadas  por  el  Programa  deé  

Reparaci n y Atenci n Integral de Salud (PRAIS) en Servicios de Salud deló ó  

pa s. Para acceder a estos servicios la persona debe concurrir al  hospital oí  

consultorio  de  salud  correspondiente  a  su  domicilio  e  inscribirse  en  la 

correspondiente oficina del PRAIS. Precisa que el PRAIS cuenta con un 

equipo compuesto en su mayor a por profesionales  m dicos psiquiatras,í é  

generales, de familia, psic logos y asistentes sociales, encargados de evaluaró  

la magnitud del da o y dise ar un plan de intervenci n  integral, a fin deñ ñ ó  

dar respuesta al requerimiento de salud de los beneficiarios.

Menciona  que  tambi n  se  incluyeron  é beneficios  educacionales 

consistentes  en  la  continuidad  gratuita  de  estudios  b sicos,  medios  oá  

superiores,  junto con beneficios  en vivienda,  correspondiente  al  acceso a 

subsidios para vivienda.

Reparaciones simb licas.ó

Expone que al  igual  que en todos  los  dem s procesos  de  Justiciaá  

Transicional,  parte  importante  de  la  reparaci n  por  los  da os  moralesó ñ  

causados  a  los  familiares  de  las  v ctimas  de  violaciones  a  los  Derechosí  

Humanos se realiza a trav s de actos positivos de reconocimiento y recuerdoé  

de los hechos que dieron lugar a aquellas violaciones. Este tipo de acciones 

pretende reparar, ya no a trav s de un pago de dinero paliativo del dolor é – 

siempre discutible en sus virtudes compensatorias  sino que precisamente–  

tratando de entregar una satisfacci n a esas v ctimas que en parte logreó í  

reparar el dolor y la tristeza actual y con ello reducir el da o moral. En esteñ  

sentido refiere una serie de reparaciones de car cter simb lico en las que haá ó  

incurrido el Estado (Memorial del Cementerio General, establecimiento del 

D a del Detenido Desaparecido, construcci n del Museo de la Memoria yí ó  

los Derechos Humanos, entre otros).

La identidad de causa entre lo que se pide en estos autos y las  

reparaciones realizadas.

C
D

E
X

X
X

X
V

X
F



RIT« »
 

Foja: 1
De lo expresado anteriormente concluye que los esfuerzos del Estado 

por reparar a las v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos,  no s loí ó  

han cumplido todos los  est ndares  internaciones de Justicia  Transicional,á  

sino que han provisto indemnizaciones razonables con la realidad financiera 

del Estado que efectivamente han apuntado a compensar a las v ctimas porí  

los da os, tanto morales como patrimoniales, sufridos a consecuencia de lasñ  

violaciones a los Derechos Humanos.

As  las cosas, tanto la indemnizaci n demandada como el c mulo deí ó ú  

reparaciones hasta ahora indicadas pretenden compensar los mismos da osñ  

ocasionados  por  los  mismos  hechos.  De  esta  forma,  los  ya  referidos 

mecanismos de reparaci n han compensado precisamente aquellos da os noó ñ  

pudiendo,  por  ello,  exigirse  nuevas  reparaciones.  Cita  jurisprudencia  de 

nuestro Tribunales Superiores de Justicia en apoyo de su posici n.ó

En segundo lugar opone excepci n de prescripci n extintiva.ó ó

En  subsidio  opone  la  prescripci n  de  las  acciones  civiles  deó  

indemnizaci n de perjuicios deducidas en este proceso civil con arreglo a loó  

dispuesto en el art culo 2332 del C digo Civil, en relaci n con lo dispuestoí ó ó  

en  el  art culo  2497  del  mismo  C digo.  Solicita  que,  por  encontrarseí ó  

prescritas stas, se rechacen las acciones resarcitorias en todas sus partes.é

Esgrime que conforme al relato efectuado por los demandantes, as 

detenciones, privaciones de libertad y torturas se produjeron en un lapso de 

tiempo que va entre noviembre de 1974 y octubre de 1975.

Razona  expresando  que  incluso  entendiendo  suspendida  la 

prescripci n  durante  el   per odo  de  la  dictadura  militar,  iniciada  enó í  

septiembre de 1973, por la imposibilidad de las propias v ctimas de ejercerí  

las acciones legales correspondientes ante los  tribunales de justicia, hasta la 

restauraci n de la democracia,  a la fecha de notificaci n de la demanda deó ó  

autos, esto es, el 15 de junio de 2018, igualmente ha transcurrido en exceso 

el plazo  de prescripci n extintiva que establece el citado art culo 2.332 deló í  

C digo Civil,  por lo que opone la excepci n de prescripci n de 4 a osó ó ó ñ  

establecida en la norma reci n citada.é
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Se ala que en subsidio de la excepci n de prescripci n recientementeñ ó ó  

referida,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  5  a osó ó ñ  

contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2515, en relaci ní ó  

con el art culo 2514, ambos del C digo Civil, ya que entre la fecha en queí ó  

se  habr a  hecho  exigible  el  derecho  a  indemnizaci n  y  la  fecha  deí ó  

notificaci n de la acci n indemnizatoria, transcurri  con creces el plazo queó ó ó  

establece el citado art culo 2515 del C digo Civil.í ó

Refiere finalmente  sobre la alegaci n de los demandantes en cuantoó  

a la imprescriptibilidad de la acci n indemnizatoria de autos, indica que laó  

imprescriptibilidad es excepcional y requiere siempre declaraci n expl cita,ó í  

la que en este caso no existe, no es factible, a su juicio, apartarse del claro 

mandato de la ley interna al resolver esta contienda y aplicar las normas 

contenidas  en los  art culos  2332 y 2497 del  C digo  Civil.  Cita  variadaí ó  

jurisprudencia al respecto.

Contenido patrimonial de la acci n indemnizatoriaó

Que en la especie se han ejercido acciones de contenido patrimonial 

que persigue hacer efectiva la responsabilidad extracontractual del Estado, 

por lo que no cabe sino aplicar, en materia de prescripci n, las normas deló  

C digo  Civil,  lo  que  no  contrar a  la  naturaleza  especial  de  laó í  

responsabilidad que se persigue, en atenci n a que las acciones impetradasó  

pertenecen -como se ha dicho- al mbito patrimonial.á

Agrega que en base a normas contenidas en el Derecho Internacional, 

que  no  hay  norma  expresa  de  derecho  internacional  de  los  derechos 

humanos,  debidamente  incorporada  a  nuestro  ordenamiento  jur dicoí  

interno,  que  disponga  la  imprescriptibilidad  de  la  obligaci n  estatal  deó  

indemnizar

En cuanto al da o e indemnizaci n reclamada.ñ ó

Interpone  en  subsidio  de  las  defensas  y  excepciones  reproducidas 

anteriormente,  las  siguientes  alegaciones  respecto  a  la  naturaleza  de  la 

indemnizaci n solicitada y al excesivo monto pretendido.ó
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Refiere  que  la  indemnizaci n  del  da o  puramente  moral  no  seó ñ  

determina cuantificando, en t rminos econ micos, el valor de la p rdida oé ó é  

lesi n experimentada, sino que s lo otorgando a la v ctima una satisfacci n,ó ó í ó  

ayuda o auxilio que le permita atenuar el da o, morigerarlo o hacerlo m sñ á  

soportable,  mediante  una  cantidad  de  dinero  u  otro  medio,  que  en  su 

monto o valor sea compatible con esa finalidad meramente satisfactiva.

Enfatiza en que tampoco resulta procedente acudir a la capacidad 

econ mica del demandante y/o del demandado como elemento para fijar laó  

cuant a  de  la  indemnizaci n,  y  que  el  da o moral  debe  ser  legalmenteí ó ñ  

acreditado en el juicio con arreglo a la ley, por lo que la extensi n de cadaó  

da o y el monto de la indemnizaci n  pretendida deber n ser justificadasñ ó á  

ntegramente.í

En  subsidio  de  las  excepciones  precedentes  de  reparaci n  yó  

prescripci n, la regulaci n del da o moral debe considerar los pagosó ó ñ  

ya  recibidos  del  Estado  y  guardar  armon a  con  los  montosí  

establecidos por los Tribunales.

Alega que en la fijaci n del da o moral por los hechos de autos, eló ñ  

tribunal  debe  considerar  todos  los  beneficios  extrapatrimoniales  que  los 

distintos  cuerpos  legales  contemplan,  pues  su  finalidad  era  precisamente 

reparar el da o moral,  agregando que de no accederse a dicha petici nñ ó  

subsidiaria, implicar a un doble pago por un mismo hecho, lo cual contrar aí í  

los  principios  jur dicos  b sicos  del  derecho  en  orden  a  que  no  esí á  

jur dicamente procedente que un da o sea indemnizado dos veces.í ñ

Improcedencia del pago de reajustes e intereses.

Finaliza  su  contestaci n  se alando  que  no  procede  el  cobro  deó ñ  

reajustes e intereses, en el caso de que la sentencia que se dicte en autos 

acoja la demanda y establezca esa obligaci n, solicitando que de ningunaó  

manera podr an contabilizarse desde una fecha anterior a aquella en que laí  

sentencia que los concede se encuentre firme o ejecutoriada.

En raz n de lo expuesto previamente, pide tener por contestada laó  

demanda y, en definitiva, conforme a las excepciones, defensas y alegaciones 
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opuestas,  rechazar  dicha  acci n  indemnizatoria  en todas  sus  partes,  conó  

costas;  o,  en  subsidio,  rebajar   sustancialmente  el  monto indemnizatorio 

pretendido.

Tercero.  Que,  al  evacuar  la  r plica,  la  parte  demandante  reiteraé  

cada  uno  de  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  de  su  demanda, 

agregando lo siguiente.

En cuanto a los hechos, no han sido discutidos.

En cuanto a la  excepci n de reparaci n integral,  ó ó indica que el 

hecho de haber obtenido pensiones de reparaci n con arreglo a la Ley Nó ° 

19.123   no  es  bice  ni  inconveniente  alguno  para  que   se  indemniceó  

mediante un monto fijado por un tercero imparcial, que es un tribunal de la 

Rep blica, por lo que la excepci n de pago opuesta por el Fisco resultaú ó  

inconciliable con la normativa internacional ya se alada en la demanda,ñ  

porque el derecho com n interno s lo es aplicable cuando no contradice alú ó  

Derecho Internacional.

Concluye y reitera en atenci n a lo expresado en el p rrafo anterior,ó á  

que   el  r gimen  de  pensiones  asistenciales  invocado  por  el  Fisco  noé  

contempla  incompatibilidad alguna con las  indemnizaciones  que  aqu  seí  

persiguen y no es dable presumir que se dise  para cubrir todo da o moralñó ñ  

inferido a las v ctimas de atentados a los derechos humanos porque se trataí  

de  formas  distintas  de  reparaci n,  y  que  las  asuma  el  Estadoó  

voluntariamente,  como es  el  caso de la  legislaci n citada,  no implica laó  

renuncia  de  una  de  las  partes  o  la  prohibici n  para  que  el  sistemaó  

jurisdiccional declare su procedencia, por los medios que autoriza la ley.

En cuanto a la  excepci n de prescripci n  ó ó expone que la acci nó  

civil  de  perjuicios  por  la  comisi n  de  cr menes  de  lesa  humanidad  esó í  

imprescriptible en base a las normas del derecho internacional reconocidas 

por nuestra Constituci n, de lo que se sigue que aplicando las normas deó  

derecho interno tal reparaci n no ser a ntegra, pues no abarcar a la sedeó í í í  

patrimonial, as  como por razones de justicia, puesto que el mismo r gimení é  

de  imprescriptibilidad  para  perseguir  la  responsabilidad  penal  debe 

entenderse aplicado a la responsabilidad civil. 
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Cuarto. Que, al evacuar el tr mite de d plica la parte demandadaá ú  

reitera los fundamentos de hecho y de derecho de su contestaci n fiscal,ó  

especialmente en cuanto a la excepci n de prescripci n y la excepci n deó ó ó  

pago.

Quinto. Que, se recibi  la causa a prueba, estableci ndose los hechosó é  

sustanciales, pertinentes y controvertidos que all  se se alaron.í ñ

Sexto. Que,  en  respaldo  de  sus  peticiones,  la  demandante  rindió 

prueba documental, consistente en:

1. Copia de las sentencias de la Excma. Corte Suprema Rol N 2918-°

2013, 22856-2015, 5831-2013, 1092-15.

2. Copia de la  sentencia de la  Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, de fecha 29 de noviembre de 2018, en causa Rol CDH-

2-2017.

3. Informe de la Fundaci n de Ayuda Social de las Iglesias Cristianas,ó  

(FASIC), denominado Consecuencias de la desaparici n forzada,“ ó  

sobre la salud en familiares de detenidos desaparecidos , del mes”  

de agosto de 2003.

4. Informe del Programa de Asistencia Integral de Salud, PRAIS, del 

Ministerio de Salud, denominado Norma t cnica para la atenci né ó  

de salud de personas afectadas por la represi n pol tica ejercidaó í  

por el Estado en el periodo 1973-1990.

5. Informe  del  Instituto  Latinoamericano  de  Salud  Mental  y 

Derechos Humanos, ILAS, denominado Efectos f sicos y ps quicos“ í í  

en los familiares de v ctimas de violaciones de derechos humanos ,í ”  

de enero de 2018.

6. Ficha de ingreso de preso pol tico y/o torturado, de fecha 4 deí  

mayo de 2004, de don Jos  Luis Marambio Aguilera, emanada delé  

Instituto Nacional de Derechos Humanos.

S ptimo.é  Que, la parte demandada acompa  prueba documental,ñó  

consistente en correo electr nico, de fecha 21 de octubre de 2020, del jefeó  

del  Departamento  Secretar a  General  y  Transparencia  del  Instituto  deí  

Previsi n Social, que informa los beneficios que ha recibido el demandanteó  

asciende a $31.509.305.-
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Octavo. Que, atendido el m rito de los antecedentes que constan ené  

autos, esto es, lo expresado por ambas partes en la etapa de discusi n y laó  

prueba rendida, se tienen por acreditados lo siguientes hechos:

Que don Jos  Luis Marambio Aguileraé  fue detenido por agentes del 

Estado  el  d a  14  de  1973,  siendo  transportado  en  el  buque  Lebu  alí  

campamento de prisioneros Pisagua, donde permaneci  detenido un mes,ó  

siendo sometido a interrogatorios, y se le profirieron culatazos, golpes de 

pies y pu os, se le aplic  electricidad en sus genitales y se le profirieronñ ó  

torturas psicol gicas.ó  

I.- En cuanto a la excepci n de reparaci n integral interpuestaó ó  

por el Fisco.

Noveno.  Que, las disposiciones legales invocadas por el Fisco, entre 

ellas  las  Leyes  N  19.123  ,19.992   y  20.874  como  fundamento  de  su°  

alegaci n en cuanto a que los perjuicios reclamados ya han sido reparados,ó  

denominadas tambi n Leyes de Reparaci n , si bien corresponden a uné “ ó ”  

reconocimiento del Estado de su deber de reparar el da o causado a lasñ  

v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos y a sus familiares directos,í  

en  ning n  sentido  las  reparaciones  materiales  y  simb licas  en  ellasú ó  

contenidas, a juicio de esta sentenciadora, resultan incompatibles con una 

eventual  indemnizaci n  de  perjuicios,  de  considerarse  que  concurren  losó  

requisitos para ello.

A mayor abundamiento que de acuerdo al art culo 17 de la Ley Ní ° 

19.123, se establece una pensi n mensual de reparaci n en beneficio de losó ó  

familiares de las v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos o de laí  

violencia  pol tica,  que  no  contempla  la  limitaci n  pretendida  por  laí ó  

demandada,  debiendo  tenerse  presente,  a  mayor  abundamiento,  que  la 

propia ley, tambi n conocida como Ley de Reparaci n, ha ido ampliandoé ó  

no s lo los beneficios otorgados sino tambi n la calidad de beneficiarios a loó é  

largo del tiempo.

En el mismo sentido, las reparaciones de car cter simb lico a las queá ó  

hace referencia la demandada, no resultan en modo alguno incompatibles 

con  una  eventual  indemnizaci n  de  perjuicios  -de  considerarse  queó  
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concurren los requisitos para ello-, m s a n si la propia ley no estableceá ú  

dicha incompatibilidad para la reparaci n monetaria, de acuerdo al art culoó í  

24 de la citada ley. De este modo, no siendo incompatible una reparaci nó  

de  car cter  monetario  con una  indemnizaci n  de  perjuicios,  con mayorá ó  

raz n resulta compatible -a juicio de esta magistratura- con una reparaci nó ó  

meramente simb lica.ó

Adem s,  la  indicada  normativa  y  cuerpos  legales  en  general  citadosá  

tampoco establecen  renuncia,  prohibici n  o  incompatibilidad  alguna  conó  

una  eventual  reparaci n  monetaria  que  tenga  por  objeto  la  reparaci nó ó  

integral del da o padecido, razones todas ellas que en consecuencia llevan añ  

esta magistratura  a rechazar la alegada excepci n de reparaci n.ó ó

En cuanto a la excepci n de prescripci n opuesta por el Fisco.ó ó

D cimo.  é Que, de forma previa a entrar al fondo del asunto que ha 

sido sometido a conocimiento de esta magistratura, cabe pronunciarse sobre 

la excepci n de prescripci n interpuesta por el Fisco.ó ó

Und cimo.  é Que,  en este  sentido cabe reiterar  que la  demandada 

alega la prescripci n de la acci n, de 4 a os contemplada en el art culoó ó ñ í  

2332 del C digo Civil y, en subsidio, de 5 a os establecida en el art culoó ñ í  

2515 del mismo Cuerpo de leyes.

Luego  y de acuerdo a lo debatido por las partes, procede dilucidar si 

corresponde  o  no  considerar  un  estatuto  de  imprescriptibilidad  integral 

aplicable  no  s lo  al  mbito  de  la  responsabilidad  penal,  sino  tambi nó á é  

extensivo al mbito civil de las indemnizaciones en materia de cr menes deá í  

lesa humanidad.

Duod cimoé . Que, al efecto, ha de se alarse que en la especie, no señ  

trata  de  una  acci n  de  naturaleza  meramente  patrimonial,  sino  de  unaó  

acci n reparatoria en el mbito de cr menes de lesa humanidad, que se rigeó á í  

por  preceptos  del  Derecho  Internacional  que  consagran  la 

imprescriptibilidad. Ello, por cuanto la fuente de la obligaci n de reparaci nó ó  

del Estado se funda no s lo en la Constituci n Pol tica de la Rep blica, sinoó ó í ú  

tambi n en los principios generales del Derecho Humanitario y los Tratadosé  
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Internacionales, los que deben primar por sobre las codificaciones civilistas 

internas, la aplicaci n de la prescripci n del Derecho Privado en este casoó ó  

significar a  una  negaci n  de  Derechos  Fundamentales,  precisamente  porí ó  

quien es el obligado a resguardarlos.

Luego,  por  un principio de coherencia  jur dica,  la  imprescriptibilidadí  

debe  regir  tanto  en el  mbito  civil,  cuanto  en el  mbito  penal,  as ,  ená á í  

diversos fallos de nuestro m ximo Tribunal, se ha razonado que: á “en el caso 

en an lisis,  dado el car cter de delitos de lesa humanidad de los il citosá á í  

verificados, si  la  acci n penal persecutoria es imprescriptible,  no resulta… ó  

coherente  entender  que  la  acci n  civil  indemnizatoria  est  sujeta  a  lasó é  

normas  sobre  prescripci n  establecidas  en  la  ley  civil  internaó ” (Rol  CS 

3573-2012).

Todas  estas  reflexiones  conducen  en  consecuencia  al  rechazo  de  la 

excepci n de prescripci n enarbolada por la demandada.ó ó

III. En cuanto a la pretensión indemnizatoria.

D cimo  tercero.  é Que,  corresponde  determinar  si  concurren  los 

presupuestos  que  hacen  procedente  la  indemnizaci n  de  perjuiciosó  

reclamada y que conducen a establecer la responsabilidad del Estado en las 

detenciones, privaciones de libertad, torturas y actos violentos practicados a 

don Jos  Luis Marambio Aguilera al  margen de todo proceso legal,  poré  

agentes del Estado, considerando la normativa aplicable.

As , la Carta de las Naciones Unidas contiene entre sus prop sitos yí ó  

principios,  el  respeto  a  los  Derechos  Humanos  y  a  las  Libertades 

Fundamentales de todos, tema recurrente en sus objetivos y que ha sido 

reiterado en posteriores Tratados Internacionales.

Luego,  trat ndose  en  la  especie  de  una  violaci n  a  los  derechosá ó  

humanos debemos acudir tambi n a la Convenci n Americana de Derechosé ó  

Humanos, que en sus art culos 1.1 y 63.1 se ala que cuando ha existido unaí ñ  

violaci n  a  los  derechos  humanos  surge  para  el  Estado  infractor  laó  

obligaci n de reparar con el pago de una justa indemnizaci n a la parteó ó  

lesionada.
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De  acuerdo  con  lo  que  dispone  el  inciso  segundo  del  aludido 

precepto, los derechos humanos asegurados en un tratado se incorporan al 

ordenamiento jur dico interno, por lo cual ning n rgano del Estado puedeí ú ó  

desconocerlos.  Dicha  obligaci n  tambi n  deriva  de  los  Tratadosó é  

Internacionales como el Convenio de Ginebra de 1949.

D cimo  cuarto.  é Que,  establecida  de  forma  manifiesta  la 

responsabilidad del Estado, procede ahora determinar la existencia del da oñ  

que  reclama  el  actor;  as  el  da o  moral  tiene  su  fundamento  en  elí ñ  

sufrimiento, dolor o molestia que el hecho il cito ocasiona en la sensibilidadí  

f sica o en los sentimientos o afectos de una persona. Se toma el t rminoí é  

dolor  en  un  sentido  amplio,  comprensivo  del  miedo,  la  emoci n,  laó  

verg enza, la pena f sica o moral ocasionado por el hecho da oso.ü í ñ

D cimo quinto.é  Que, la existencia de dicho da o moral en este casoñ  

puede presumirse atendida la gravedad del hecho il cito, sus consecuencias yí  

las  circunstancias  que  lo  rodearon,  lo  que  se  avala  con  los  informes 

acompa ados a los autos emitidos por la ñ Fundaci n de Ayuda Social de lasó  

Iglesias Cristianas, (FASIC), denominado Consecuencias de la desaparici n“ ó  

forzada,  sobre  la  salud  en  familiares  de  detenidos  desaparecidos ,  del”  

Programa de Asistencia Integral de Salud, PRAIS, del Ministerio de Salud, 

denominado Norma t cnica para la atenci n de salud de personas afectadasé ó  

por la represi n pol tica ejercida por el Estado en el periodo 1973-1990 yó í  

del Instituto Latinoamericano de Salud Mental y Derechos Humanos, ILAS, 

denominado Efectos  f sicos  y ps quicos  en los  familiares  de v ctimas de“ í í í  

violaciones de derechos humanos , de enero de 2018.”

D cimo  sexto.  é Que,  en  la  determinaci n  del  quantum  de  laó  

indemnizaci n, cabe se alar que en la especie se configura el da o moraló ñ ñ  

padecido por la demandante por los motivos expresados en el considerando 

anterior,  raz n por la que pese a lo complejo de calcular y cuantificar esteó  

tipo de da o,  esta  Juez  lo  regula  prudencialmente  en la  cantidad de $ñ  

50.000.000. ( cincuenta millones de pesos).

D cimo s ptimo.  é é Que, al haberse determinado en esta sentencia la 

indemnizaci n  que  debe  satisfacer  la  demandada,  la  suma  regulada  seó  

reajustar  conforme la variaci n del ndice de Precios al Consumidor entreá ó Í  
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la fecha de esta sentencia y el mes que preceda al pago y con intereses 

desde que la misma quede ejecutoriada.

D cimo octavo.  é Que, atendido lo dispuesto por el art culo 144 delí  

C digo de Procedimiento Civil, no habiendo resultado totalmente vencida yó  

estimando  esta  magistratura  que  la  demandada  ha  litigado  con  motivo 

plausible, se le eximir  del pago de las costas de la causa.á

Por estas consideraciones y, de conformidad, con lo que establecen los 

art culos 47 y siguientes, 222  , 224, 236, 1437, 1700, 1706, 2492 y 2518í  

del C digo Civil; art culos 144, 160, 170, 342, 346, 426, 427 y 428 deló í  

C digo Civil; Constituci n Pol tica de la Rep blica; Convenci n Americanaó ó í ú ó  

de Derecho Humanos; Convenio de Ginebra de 1949, se resuelve que:

I.-  Se  rechazan  las  excepciones  de   reparaci n  y  de  prescripci nó ó  

deducidas por el demandado.

II.- Se acoge, parcialmente, la demanda deducida a lo principal del 

escrito de fecha 24 de agosto de 2020 y, en consecuencia, se condena al 

Fisco  de  Chile  a  pagar  a  t tulo  de  da o  moral,  la  suma  total  de  $í ñ  

50.000.000  (  cincuenta  millones  de  pesos),  a  favor  de  don  Jos  Luisé  

Marambio Aguilera. III.-  Que  se  exime  del  pago  de  las  costas  a  la 

demandada.

Reg strese, notif quese y en su oportunidad, arch vese.í í í

Rol N  C-13.202-2020.°

           

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  veintis is de Enero de dos mil veintid s.é ó  

C
D

E
X

X
X

X
V

X
F

Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de la
causa. A contar del 05 de septiembre de 2021, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido en
Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla de
Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para más
información consulte http://www.horaoficial.cl


		2022-01-26T17:21:14-0300




